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La Constitución Política del estado de Guatemala, República federal de Centro-América, fue decretada y sancionada por la Asamblea Constituyente de ese estado el 11 de octubre de 1825, e impresa en Guatemala, de orden superior, en la Imprenta de la Unión, en ese mismo año de 1825, según lo que se observa en uno de los ejemplares de la misma, resguardado en la biblioteca especializada de la Academia de Geografía e Historia de Guatemala.

Por medio del decreto legislativo del 27 de enero de 1833, artículos 2 y 3, se reformó la Constitución Política del estado de Guatemala del año de 1825 para adicionarla en su artículo 11, sección primera, respecto de que si por algún evento, o en cualquier tiempo, llegase a faltar el pacto federal, que formó la República federal de Centro-América, el estado de Guatemala, componente de aquella república, se consideraría organizado como preexistente a dicho pacto, y con todo el poder necesario para conservar su orden interior, la integridad de su territorio, y se le estimaría con potestad suficiente para que con libertad formase un pacto nuevo con los demás estados que componían la república de marras, o bien para ratificar el existente en ese entonces, o constituirse por sí solo de la manera que más le conviniese, conforme al artículo 1 del decreto señalado.

El mismo fue dictado por la Asamblea Legislativa del estado de Guatemala, como efecto de los movimientos populares llevados a cabo en el estado de El Salvador y del pronunciamiento de la Asamblea del estado de Nicaragua, ambos estados que también eran parte en el pacto aludido, circunstancias que presentaban en aquel entonces "los síntomas mas tristes de la disolucion del pacto federal". Este decreto fue reproducido en la Recopilación de las Leyes de Guatemala, de Manuel Pineda de Mont, t. I., vol. I, pp. 42 y 43.

Mediante el decreto legislativo del 25 de julio de 1838, la Asamblea Legislativa del estado de Guatemala, República federal de Centro-América, consideró que debía disponer la convocatoria de una Asamblea Constituyente, porque el título 12 de la Constitución Federal de la república consabida fue alterado por un decreto del Congreso Federal de esa república, el cual fue admitido por la mayoría de los estados que constituían dicha república.

También consideró que el pacto social (Constitución Política) del estado de Guatemala del año de 1825, se había disuelto por la creación de un estado nuevo en la región de aquel estado conocida por el nombre de Los Altos, acordada igualmente por el referido Congreso Federal, por lo que se estableció de hecho en aquella región un gobierno independiente del de Guatemala.

Y en los tres artículos que componen este decreto, la Asamblea Legislativa sabida ordenó que se convocara al pueblo del estado de Guatemala para que por elección directa se formara una grande Asamblea Constituyente, que no bajara de 50 representantes, alto cuerpo que tuvo el objeto de reformar, adicionar o conservar en todo, o en parte, la Constitución Política de ese estado de 1825, merced al revestimiento de todo el poder supremo, conforme al artículo 1 del decreto expresado.

En el artículo 2 del decreto de marras se ordenó que se diera un reglamento para las elecciones de los diputados de aquella Constituyente, y que ella debía reunirse el 1 de noviembre de 1838, según consta en la Recopilación de las Leyes de Guatemala de Manuel Pineda de Mont, t. I, vol. I, pp. 44 y 45.

El reglamento consabido, de 44 artículos, basados exclusivamente en la Constitución Política de 1825, en la parte de las cualidades de los diputados, fue dado por la Asamblea Legislativa del estado de Guatemala a 5 de agosto de 1838, de acuerdo a lo que consta en la p. 581 del número 129 del Boletín Oficial del estado de Guatemala, impreso en la Imprenta del Gobierno a 9 de agosto de 1838.

Sin embargo, el artículo 1 del decreto del gobierno del estado de Guatemala, República federal de Centro-América, del 3 de marzo de 1839, preceptuó que la Asamblea Constituyente señalada debía reunirse en la ciudad capital del mismo, y que la primera junta preparatoria de la misma tuviese lugar el 10 de abril de 1839.

El artículo 4 del decreto mencionado mandó que tenían el derecho de ser inscritos y de votar en las elecciones de diputados en la Constituyente manifestada todos los ciudadanos en ejercicio de sus derechos, con lo cual se demuestra que hasta el día 3 de marzo de 1839 estaban vigentes los artículos 23, 46, 49, 51, 74, 80, 165 y 168 de la Constitución Política del estado de Guatemala, República federal de Centro-América, del año de 1825.

Otra ley que demuestra que la Constitución Política del estado de Guatemala del año de 1825 estaba vigente, años después de sancionada, es un decreto legislativo dado en Guatemala a 26 de julio de 1838, debidamente sancionado por el Consejo Representativo, y ordenada su publicación y ejecución el 28 de julio de 1838 de orden de don Mariano Rivera Paz, presidente del Consejo y encargado del Poder Ejecutivo del estado de Guatemala, República federal de Centro-América, comunicada al jefe de sección del despacho o ministerio general del Supremo Gobierno del estado de Guatemala, publicado en las pp. 552 y 553 del número 126 del Boletín Oficial del estado de Guatemala, impreso en la Imprenta del Gobierno el 28 de julio de 1838, en el que existe este único considerando: "Que la ley de 25 de Agosto de 1836, que dá nueva organizacion a las municipalidades, ha ofrecido grandes e insuperables obstáculos en su práctica y ejecucion, por no estar en armonía con la capacidad y aptitudes de los pueblos".

Y en los dos artículos de este decreto se preceptuó lo que a continuación copio literalmente y en su orden: "1.o Queda derogada la ley de 25 de Agosto de 1836. 2.o En consecuencia, se procederá à renovar desde luego las municipalidades con arreglo á las disposiciones que existian àntes de la referida ley.".

Esto demuestra que las municipalidades del estado de Guatemala, República federal de Centro-América, por medio de la ley del 25 de agosto de 1836, sufrieron una organización nueva, distinta a la que tenían antes de esa fecha, pero es de estimar que tal "organizacion" no afectó en nada lo estatuido por la Constitución Política del año de 1825, en lo atañente a las cualidades que debían tener los munícipes para que gozaran del derecho a ocupar sus respectivos cargos en las comunas del estado de Guatemala, porque eso es de naturaleza distinta a la de "nueva organizacion" de las municipalidades del estado de Guatemala, y además es de considerar que tal ley fue derogada el 26 de julio de 1838 y ordenada la renovación de esas municipalidades, con "arreglo á las disposiciones que existian ántes de la referida ley.", el 28 de julio de 1838.

Por medio del decreto gubernativo del 17 de abril de 1839, artículo 1, se declaró al estado de Guatemala como libre, soberano e independiente, merced a la disolución del pacto federal, implícitamente referida en el artículo 2 de ese mismo decreto, reproducido en la Recopilación de las Leyes de Guatemala de Manuel Pineda de Mont, t. I, vol. I, pp. 46 y 47, en el cual no se hace alusión alguna a la Asamblea Constituyente de ese estado, supuestamente reunida por vez primera el 10 de abril de 1839.

El decreto del gobierno del estado de Guatemala, del 26 de febrero de 1840, artículo 2, prescribió que "los pueblos de los Altos serán regidos segun las leyes decretadas por la asamblea constituyente de este estado", no por la Constitución Política del estado de Guatemala, República federal de Centro-América, del año de 1825, según lo que es palpable en la Recopilación de las Leyes de Guatemala de Manuel Pineda de Mont, t. I, vol. I, pp. 48 y 49.

En el único considerando del decreto del 18 de agosto de 1840, emitido por la Asamblea Constituyente del estado de Guatemala, se lee esto: "Mientras se resuelve definitivamente lo que corresponde en el particular, (respecto de la región aludida, constituida por los departamentos de Los Altos) ó se les llama en su caso á tener parte en la constitucion", con lo cual ese alto cuerpo demuestra que aquel día todavía estaba en vigor la Constitución Política del estado de Guatemala, República federal de Centro-América, decretada en el año de 1825, particularidad que es evidente en la Recopilación de las Leyes de Guatemala de Manuel Pineda de Mont, t. I, vol. I, p. 49.

Para comprobar si los regidores de la Municipalidad de la ciudad capital del estado de Guatemala, a la hora de su elección, necesitaban comprobar su ciudadanía, se buscaron las ordenanzas de la Municipalidad consabida, y fueron encontradas en el t. I, vol. II, p. 515, de la Recopilación de las Leyes de Guatemala, de Manuel Pineda de Mont, en la que consta que tales ordenanzas fueron aprobadas por medio de un acuerdo de esa Municipalidad de fecha 31 de diciembre de 1840, en el cual, principio del mismo (p. 527 de aquel t. y vol.) se lee esta cita: "El amor (á la tierra natal) es en voluntad, é en fecho", cita que proviene de las leyes 1a y 2a, título 11 de la partida 2a de las Leyes de Partidas de España, en lo cual es evidente un supuesto fundado que permite asegurar que para ser electo como uno de los regidores de esa Municipalidad era indispensable ser ciudadano de la república o del estado de Guatemala.

En el quinto considerando del decreto gubernativo del 21 de marzo de 1847, reproducido en la p. 75 del t. I, vol. I, de la Recopilación de las Leyes de Guatemala, de Manuel Pineda de Mont, consta esto: "Que en la espectativa de reorganizacion nacional, el estado (de Guatemala) no ha podido darse una constitucion política", con lo cual se demuestra inconcusamente que la Constitución Política del estado de Guatemala, República federal de Centro-América, del año de 1825, aún estaba vigente el 21 de marzo de 1847.

Por medio del decreto de la Asamblea Constituyente de la república de Guatemala del 15 de agosto de 1848, reproducido en la Recopilación de las Leyes de Guatemala, de Manuel Pineda de Mont, t. I, vol. I, pp. 76 y 77, ese alto cuerpo quedó solemnemente instalado, por lo que el 16 de agosto de 1848 comenzó a ocuparse de los objetos que debía discutir y determinar, entre los cuales se encontraba el de la promulgación de una Constitución Política para la república de Guatemala, en atención al quinto considerando del decreto gubernativo del 21 de marzo de 1847, descrito con anterioridad, Constitución Política que fue decretada, con el nombre de Acta Constitutiva de la República, hasta el 19 de octubre de 1851, de acuerdo a lo reproducido en la p. 79 del t. I, vol. I, de la Recopilación de las Leyes de Guatemala, de Manuel Pineda de Mont.

Esto de que la Asamblea señalada debía promulgar una Constitución Política para la república de Guatemala, otra vez se confirma gracias al único considerando del decreto de la Asamblea Constituyente indicada del 15 de septiembre de 1848, reproducido en la Recopilación de las Leyes de Guatemala, de Manuel Pineda de Mont, t. I, vol. I, p. 77, en el que se percibe lo que sigue: "Considerando que ha diez años dejó de existir la federacion de Centro-América, y entre tanto los estados que entraron á formar el pacto se han mantenido en una posicion equívoca, sin poder establecer relaciones útiles é indispensables con las demas potencias, y sin basar de una manera sólida y bien determinada sus leyes fundamentales (...)".

En el mismo considerando igualmente se observa lo siguiente: "Habiendo sido esta asamblea constituyente nombrada por el pueblo para establecer el pacto social y darle instituciones fundamentales, que fueron destruidas por una larga y desastrosa revolucion en que se abismaron las leyes y la libertad pública.".

Lo escrito atrás me permite asegurar que la Constitución Política del estado de Guatemala, República federal de Centro-América, del año de 1825, estuvo vigente, con algunas reformas, desde ese año de 1825 hasta el 19 de octubre de 1851.

Tal aserto se confirma aún más con el estudio de la Ley de Garantías del estado de Guatemala, expedida el 5 de diciembre de 1839, en forma de Constitución Política del estado de Guatemala, por los representantes de ese estado, reunidos en Asamblea Constituyente, en la que es palpable que aquellos representantes tomaron en consideración que el pacto social (Constitución Política del estado de Guatemala del año de 1825) había sido disuelto, razón por la cual en el artículo 9, sección primera, de esa ley, ordenaron lo siguiente: "La constitucion establecerá la forma administrativa por la cual debe ser regido el estado (...)", pero también en ella se encuentra incluido el artículo 12, sección primera, que preceptúa esto: "Las autoridades constituidas no pueden ejercer otras atribuciones que las que en su respectiva esfera les designa la constitucion.", norma que evidentemente reconoce que la Constitución Política del estado de Guatemala del año de 1825 todavía estaba vigente el 5 de diciembre de 1839, por lo que en esencia la Ley de Garantías sirvió para adicionar a la Constitución Política de 1825 los derechos del estado de Guatemala y de sus habitantes, contenidos en esa Ley de Garantías, y para hacer veer la necesidad de redactar, decretar y sancionar una Constitución Política del estado de Guatemala que derogara la del año de 1825.

En otra sección de esa Ley de Garantías volvemos a observar la particularidad de que la misma declaraba como vigente la Constitución Política del estado de Guatemala del año de 1825, pues en el artículo 2, sección segunda, se lee esto: "La ciudadanía no es un título vano ni un tratamiento, sino un derecho al cual son anexas prerogativas (sic) y obligaciones, y del que solo pueden gozar los que tienen las cualidades que exije la constitucion.", prescripción que indica con claridad no solo el hecho de que la Constitución Política del estado de Guatemala del año de 1825 aún se encontraba vigente el 5 de diciembre de 1839, sino que ordena dirigir la atención hacia a esa Constitución, con el fin de conocer las cualidades que ella exigía para gozar del derecho a la ciudadanía en el estado de Guatemala.

Esta Ley de Garantías, reproducida en la Recopilación de las Leyes de Guatemala, de Manuel Pineda de Mont, t. I, vol. I, p. 230, no solo estatuyó la continuación en la observancia de lo mandado por la Constitución Política del estado de Guatemala del año de 1825 en lo referente a las cualidades exigidas por ella para el goce del derecho a la ciudadanía en el estado de Guatemala, sino igualmente ordenó, en el artículo 7, sección segunda, la admisibilidad, conforme a esa Constitución, de todos los ciudadanos a los destinos públicos de esta manera: "Todos los ciudadanos del estado son admisibles á los destinos públicos, teniendo las cualidades que la ley exija para el desempeño de cada empleo.", cualidades que están detalladas en los artículos 23, 46, 49, 51, 74, 80, 165 y 168 de la Constitución sabida, entre las cuales también están las de los funcionarios municipales, especialmente en el artículo 168 de esa Ley Suprema del estado de Guatemala, que establece lo que a continuación copio literalmente: "Para ser alcalde, regidor y procurador sindico se requiere ser ciudadano en exercicio -- tener veinte y tres años de edad, y tres à lo menos de residencia en el pueblo ò en sus lìmites. -- Ningun empleado de nombramiento del gobierno puede ser municipal; á excepción de los oficiales de la milicia activa.".

El artículo 23 de la Constitución Política de 1825 preceptúa esto: "Todos los ciudadanos son admisibles à los empleos públicos.".

El artículo 46 de esa Carta Magna estatuyó esto: "Son ciudadanos: 1.o Todos los habitantes del Estado, naturales, ò naturalizados en cualquiera de los otros Estados de la federacion, que fueren casados ò mayores de diez y ocho años, siempre que exerzan alguna profesion útil, o tengan medios conocidos de subsistencia --- 2.o Los estrangeros que hubieren obtenido del congreso federal carta de naturaleza, por cualquiera de los motivos que espresa el art. 15. de la constitucion federativa --- 3.o Los hijos de ciudadanos nacidos en paìs estrangero, con arreglo al art. 16. de la misma constitucion --- 4.o Los naturales de cualquiera de las Repùblicas de América que vinieren à radicarse al Estado, desde el momento que manifiesten su designio à la autoridad respectiva, con arreglo al art. 18 --- 5.o Los españoles, y cualquiera estrangeros que estaban radicados en la República al proclamar su independencia, y que la hubieren jurado --- 6.o Los ciudadanos de los otros Estados de la federacion tienen expedito en el de Guatemala el exercicio de sus derechos.".
El artículo 15 de la Constitución de la República federal de Centro-América, dada por la Asamblea Nacional Constituyente el 22 de noviembre de 1824, impresa en Guatemala en el año de 1825, taxativamente señala estos motivos que los extranjeros debían aducir para obtener del Congreso Federal cartas de naturaleza: “Art. 15. El Congreso concederá cartas de naturaleza a los extrangeros que manifiesten a la autoridad local designio de radicarse en la República: 1. Por servicios relevantes hechos a la nación y designados por la ley. 2. Por cualquiera invención útil, y por el exercicio de alguna ciencia, arte u oficio no establecidos aun en el país, o mejora notable de una industria conocida. 3. Por vecindad de cinco años. 4. Por la de tres a los que vinieren a radicarse con sus familias, a los que contrajeren matrimonio en la República, y a los que adquirieren bienes raíces del valor y la clase que determine la ley.”.
El artículo 49 de la Constitución Política del estado de Guatemala del año de 1825 estableció lo que a continuación copio literalmente: "Solo los ciudadanos en exercicio pueden obtener oficios en el Estado, y sufragar en las elecciones populares.".

En la parte conducente del artículo 2 del Acta Constitutiva (Constitución Política) de la república de Guatemala, decretada por la Asamblea Constituyente de esa república el 19 de octubre de 1851, reproducida en la Recopilación de las Leyes de Guatemala de Manuel Pineda de Mont, t. I, vol. I, pp. 79 y ss, se estableció lo que a continuación copio: "Para el desempeño de toda funcion pública se necesita hallarse en el pleno goce de los derechos de ciudadano, y tener las demas calidades que las leyes requieren en cada caso.", principio que igualmente regía en la Constitución del estado de Guatemala, República federal de Centro-América, del año de 1825, como quedó demostrado.

La elección de don Alejandro de Sinibaldi y Alvora como Regidor-Inspector del ramo de alumbrado de la Municipalidad de la ciudad capital de Guatemala, comprobada mediante un documento datado el 7 de marzo de 1848, que se encuentra en los depósitos documentales del Archivo General de Centro América de la ciudad de Guatemala, clasificado allí por medio de las letras y números siguientes: Signatura B78.6, Expediente 12678, Legajo 628, en el cual se hace constar que la Municipalidad de la ciudad capital de Guatemala aprobó la cuenta rendida por él en su calidad de Regidor-Inspector del ramo de alumbrado de aquella Municipalidad, demuestra categóricamente que él se naturalizó como ciudadano del estado de Guatemala, pues si conservaba su condición de un individuo natural de Italia, le hubiese sido imposible reunir las cualidades exigidas por el artículo 168 de la Constitución Política de 1825 para ocupar el cargo referido en la Municipalidad de la ciudad capital de Guatemala, naturaleza que es patente en el Libro de Defunciones de la parroquia del Sagrario, santa iglesia catedral de la ciudad de Guatemala, correspondiente a los años 1870-1880, folio 87 vuelto, en el cual está inscrita una partida de defunción que dice así: "Don Alejandro de Sinibaldi, de 59 años, hijo legítimo de Don Nicolás de Sinibaldi y de la señora Doña Teresa Alvora (dice Lorenza, pero es Teresa) casado con Doña Dolores Cladera y Ferrer, originario de Italia, murió el 23 de noviembre de 1873.".

Otro documento existente en los depósitos documentales del Archivo General de Centro América, clasificado allí con las letras y números siguientes: Sig. B78.6, Exp. 13380, Leg. 640, fechado el 4 de diciembre de 1846, cuyo contenido se contrae a indicar que don Alejandro de Sinibaldi y Albora rindió la cuenta del ramo del cuerpo de serenos de la ciudad de Guatemala, individuos que tenían la función de policía nocturna, demuestra que él supuestamente fue regidor de la Municipalidad de aquella ciudad, encargado de la comisión de Policía, también en el año de 1846, año en que igualmente debía servir como regidor de esa Municipalidad don Manuel Sáenz de Tejada y Oyarzabal, pues este último fue electo en el año de 1845, según el procedimiento prescrito por la Constitución Política del estado de Guatemala del año de 1825, tal y como se demostrará más adelante, Constitución que en sus artículos 165, 166 y 167 estatuyó esto: "Art. 165. El segundo domingo del mes de diciembre se reunirán todos  los años los ciudadanos de cada pueblo, y los que se hallen entre los límites de la municipalidad respectiva, para elegir à pluralidad de votos, conforme à su poblacion, proporcionado número de electores, que residan en el mismo pueblo ò en sus lìmites, y estén en el exercicio de los derechos de ciudadano.". 
"Art. 166. En otro dia festivo del mismo mes, nombraràn los electores à pluralidad absoluta de votos, los alcaldes, regidores y sindicos que correspondieren al pueblo; y los nombrados entraràn à exercer sus cargos el primero de enero del siguiente año.".

"Art. 167. Los alcaldes se renovaràn todos los años: los regidores por mitad cada año, y lo mismo los sindicos, si hubiere mas de uno; pero siendo único, se renovará anualmente. Todos los oficios municipales son carga concejil de que nadie podrá escusarse sin causa legal. Los municipales pueden ser reelegidos; pero no estàn obligados à admitir el cargo sino con el intervalo de dos años.".
Los pormenores de la elección de don Manuel Tejada son los siguientes:

Don Manuel Sáenz de Tejada y Oyarzabal fue electo regidor 8.o de la Municipalidad de la ciudad de Guatemala, razón por la cual presentó un escrito al Sr. corregidor –gobernador— del departamento de Guatemala, estado del mismo nombre, para exponerle “(...) que al llegar á esta Ciudad, / me ha sido entregada la nota, q.e la Junta Electoral, / de funcionarios Municipales me dirijió con fha 24. / de Dbre, ult.o en ocasion en q.e me hallaba en el Esta- / do del Salvador, participando en dha Comunicasion  (...)” ese nombramiento.

Por el padecimiento que Tejada sufría, cuya naturaleza y particularidades constan en el expediente descrito aquí, y en las “Memorias” del general don Miguel García Granados, tuvo que renunciar al cargo, según esta argumentación: “Aceptaria con la mejor voluntad, y apresio la confian- / za con q.e este vecind.o me honró, si el estado de mi Sa- / lud, no me lo impidiese, y si este mismo obstaculo, no / fuese causa de convertir el servicio q.e se espera de mi / en un deservicio publico= / Mi enfermedad habitual, de la cual no tengo esperanza / de sanar, y q.e morirá conmigo es notoria, ella no me / permite andar, y el regimen q.e me proporciona alivio, / no podría continuarlo si me hiciese cargo de un oficio, q.e / p.a servirle como es debido, sea cual fuese la comision q.e / se me encargue, se necesita necesariam.te de una activi / dad completa, q.e por desgracia mia no tengo, ni puedo / ofrecer: Aun q.e esto es notorio, se muy bien q.e debo llenar / los requisitos legales, y por lo tanto acompaño como / fundam.to de esta renuncia, dos certificaciones de los / facultativos q.e me han asistido, y me asisten aun= / El cuerpo Municipal me hará la justicia de creer / q.e no me anima la falta de deseo de servir al Pu- / blico, al hacer esta dimision, pr q.e tambien es notorio q.e / spre he estado y estoy dispuesto á cumplir con este / deber, Cuando puedo conciliar mis circunstancias con / los servicios q.e se me exijen, y Cuando tengo conviccion / de q.e ellos son utiles= Por este principio he aceptado / vta / la Tesoreria del Hospital q.e se me ha confiado en / las elecciones celebradas ultimam.te pr q.e si me hallo / con fuerzas pa desempeñar á pesar de mi— impe- / dimento fisico / Portanto / Suplico de la manera mas respetuosa al Sor Corregid, (sic) se / sirva atender los motivos en q.e fundo esta renuncia / y admitirla pr ser de justicia y en la q.e recibire / gracia / Manuel Tejada (rúbrica)”.

Junto a la comunicación de Tejada están las dos certificaciones extendidas por los médicos que le asistían. La primera muestra la fecha del 27 de enero de 1846 y la segunda la de un día antes. Por ser de interés para este estudio, las copias paleográficas de ambas se reproducen a continuación:

“Buenaventura Lambur (Buenaventura Lambur) medico, y cirujano del / hospital de S. JuandeDios. / Certifico y juro entoda / forma: que elseñor D.n Manuel / Tejada de este vecin dario sufre, / como espublico y notorio, una / ulcera enla parte inferior dela / pierna derecha, si no me enga- / ño desde el año deveintiocho: que / habiendose resistido este accidente á / diversos tratamientos y aun á ope- / raciones, no ha logrado curarse / radicalm.te: quemeconsta q.e le / haproducido dos malos efectos, siendole uno el enflaquecim.to del / mbro. afecto, y el otro sutorce- / dura: q.e como concecuencia pre- / cisa ha resultado de esto, lapo- / caó ninguna fza. q.e tiene en / lapierna, q.e no puede apoyar.le / enella y q.e si laviolenta sele / abre dicha ulcera, se le / inflama y le causagran- / des dolores – Como esto / es verdad, le está pro- / hibido todo exceso de cua- / lesquiera especie y en / especial el ejercicio violento, / y muchas ocaciones aun elde / dentro desu Casa; debiendo siempre / ademas tener lapierna q.e padece / no colgada. / y á su pedimento, p.a loq.e / leconvenga, le doi la presente / enGuatemla aveintisiete de Enero / de ochocientos cuarenta y seis / Bv.ra Lambur (rúbrica)”. 

La certificación segunda fue expedida del modo siguiente: “Francisco Abella (Francisco Abella y del Valle) Licenciado en / Medicina / Certifico en toda forma. / q hace años q asisto al Sor / Dn Manl Tejada de una ulsera / en un pie la q al presente / de resulta del viaje q viene de / haser se le ha buelto abrir / y se alla imposivilitado, pr lo / q  nesesita pa restableserse entre / otras cosas evitar todo ejercicio / Es cuanto tengo q desir a / pedimento del interesado. / Guatemala Enero 26/46 / F. Abella (rúbrica)”.   

La solicitud de don Manuel fue resuelta el 29 de enero de 1846. La resolución está suscrita por una persona individual apellidada Gatica y por el secretario don J. María Peña, y en ella se determinó que el petitorio pasase a la corporación municipal, con objeto de que esta emitiese su dictamen, para que después de emitido, volviese al corregimiento. La Municipalidad, el día siguiente, decidió que el expediente pasase al Sr. síndico y el 9 de febrero de 1847 (sic) (es 1846) el corregidor resolvió en definitiva, pues aquel día admitió la renuncia.
 

Sin embargo, en la Gaceta Oficial del estado de Guatemala, ya habían publicado la lista de los nombres de los individuos que componían la Municipalidad, cuyos cargos los ejercerían durante el año de 1846, lista en la que figura el nombre de don Manuel Tejada como regidor 8.o. 
En la gaceta también dieron a la luz la lista de la distribución de las comisiones entre los munícipes, y en ella aparece la de Sáenz de Tejada, consistente en el desempeño de las funciones del inspector del alumbrado. (Edgar Juan Aparicio y Aparicio, marqués de Vistabella, y Luis Alfonso Ortega Aparicio, Historia y Genealogía de la familia Sáenz de Tejada –edición en computadora efectuada en San José Pinula, Guatemala, el 5-12-2017—, pp. 67, 68 y 271).
Es de estimar que de acuerdo con el artículo 15 de la Constitución de la República federal de Centro-América, citado con anterioridad, don Alejandro de Sinibaldi, además de tener la obligación de naturalizarse para ocupar dos veces el cargo de regidor de la Municipalidad de la ciudad capital de Guatemala, también tuvo varios motivos para naturalizarse, motivos conducentes de aquel artículo 15 que de nuevo copio aquí: “3. Por vecindad de cinco años. 4. Por la de tres a los que vinieren a radicarse con sus familias, a los que contrajeren matrimonio en la República, y a los que adquirieren bienes raíces del valor y la clase que determine la ley.”.
Respecto del motivo número 3., es evidente que Sinibaldi alcanzó los cinco años de vecindad en la República, en el año de 1830, pues vino a radicarse al estado de Guatemala en el de 1825, a sus diez años de edad, conforme a lo que se observa en el folio 373 del expediente de sus diligencias matrimoniales eclesiásticas.

En lo tocante al motivo número 4., es palpable que contrajo matrimonio muchos años después del año de 1825, o sea el 6 de febrero de 1848, en la ciudad capital de la república de Guatemala, cuya organización política, social y jurídica aún estaba regida por la Constitución Política del estado de Guatemala, República federal de Centro-América, del año de 1825, y que su esposa, doña Dolores Cladera Ferrer, era natural del estado de Guatemala, República federal de Centro-América, pues allí nació el 1 de marzo de 1830, según consta en el folio 370 del expediente de las diligencias matrimoniales eclesiásticas de ambos.
Y, en conexión con el mismo motivo 4., es de considerar como un hecho que don Alejandro de Sinibaldi era propietario de suficientes bienes raíces por la particularidad de que era comerciante, de acuerdo a lo que comunica la p. 88 de la Gaceta Oficial, t. 2, número 22, fechado en Guatemala el 30 de enero de 1846, en el que está el nombre de “Alejandro Sinivaldi” entre los nombres de los comerciantes importadores del estado de Guatemala.  
Para que exista una mayor certeza histórico-jurídica que permita asegurar que entre los años de 1839 y 1849 no se decretó y sancionó ninguna Constitución Política del estado o república de Guatemala, basta con leer la nota número 18, puesta al pie de la p. 85 del t. I, vol. I, de la Recopilación de las Leyes de Guatemala de Manuel Pineda de Mont, impreso en edición facsimilar el 25 de septiembre de 1979 en los talleres de Impresos Industriales de la ciudad de Guatemala por el Ministerio de Finanzas de la república de Guatemala, en la cual son perceptibles los acontecimientos siguientes:

Que la comisión de constitución de la Asamblea Constituyente del estado de Guatemala, instalada el 29 de mayo de 1839, redactó y firmó un proyecto de Constitución de ese estado el 29 de enero de 1842, el cual fue impreso en atención a lo ordenado por la Asamblea consabida el 20 de abril de aquel año, en virtud del dictamen de su comisión de fecha 7.

Este proyecto comenzó a discutirse en la sesión pública del 1 de julio de 1843 y su artículo 1 fue aprobado cinco días más adelante, pero el 3 de octubre de 1843, como resultado de dos propuestas de tres de sus diputados, presentadas durante la discusión del proyecto, fue suspendida su aprobación.

Que el Congreso que se reunió como resultado del convenio de la Villa de Guadalupe, celebrado el 11 de marzo de 1844 entre los sublevados en Pinula y las tropas que les atacaron, decretó otra Constitución para el estado de Guatemala el 16 de septiembre de 1845, pero no obtuvo sanción, y por ello ese estado, en esta oportunidad segunda, tampoco logró una organización social, política y jurídica distinta a la alcanzada por medio de la Constitución del estado de Guatemala, República federal de Centro-América, del año de 1825.

Esta Constitución, no la de 1825, estaba conformada por 222 artículos, la redactaron en Quetzaltenango, y en ella fue adoptada una idea que era inoportuna para un cuerpo social como lo era el de la Guatemala de ese entonces, superior al de la región de Los Altos del estado de Guatemala.
Así lo demostró el señor licenciado don Miguel de Larreinaga en un informe que redactó por encargo del gobierno del estado de Guatemala, datado el 9 de diciembre de 1845, y otro informe del señor licenciado don Ignacio Gómez, de fecha 12 del mismo mes y año.

Que la comisión respectiva de la Asamblea Constituyente de la república de Guatemala, Asamblea reunida en el año de 1848 y disuelta el año siguiente, antes de su desaparición, o sea el 1 de agosto de 1849, presentó otro proyecto de Constitución, compuesto por 148 artículos, proyecto que después imprimió en la ciudad de San Salvador el finado don Manuel Irungaray y Pacheco, quien lo conservaba en su calidad de individuo que había sido de la comisión expresada.

Para finalizar lo antecedente, y por ser parte de la Historia Constitucional de Guatemala, es menester indicar que el señor licenciado De Larreinaga, en su calidad de diputado en la Asamblea Constituyente del estado de Guatemala, presentó ante ella una proposición, datada el 7 de agosto de 1840, e integrada por nueve artículos, en la que solicitó se decretase una ley que debía ser conocida por el nombre de Acta constitucional, propuesta que recibió primera lectura el 19 de septiembre de aquel año y segunda el 23 del mismo.

Para saber cuál fue la función de la Asamblea Constituyente de 1839, y si reformó o no a la Constitución Política de 1825, en la parte de los derechos a la ciudadanía del estado de Guatemala, basta con leer estas líneas: "El 28 de julio del mismo año 38, la asamblea legislativa convocó a elecciones para una constituyente (...) la que se instaló el 29 de mayo del año siguiente (...) Desde el punto de vista estrictamente constitucional, promulgó leyes del organismo ejecutivo y del poder judicial, reservándose la asamblea el poder legislativo, en las que se fortalecía la autoridad presidencial a la medida del nuevo caudillo y se afirmaba la tendencia teocrática del régimen, suprimiendo la libertad de cultos en un Estado confesional.". (Jorge Mario García Laguardia y Edmundo Vásquez Martínez, Constitución y orden democrático --Guatemala: Editorial Universitaria, año de 1984--, pp. 42 y 43).

Resumen de las actividades investigativas encaminadas a la determinación de las concesiones de cartas de naturaleza por el Congreso Federal de la República federal de Centro-América y de otros puntos relacionados con las naturalizaciones
Con objeto de determinar si don Alejandro de Sinibaldi y Alvora, también conocido como don Alejandro Sinibaldi, o como don Alejandro Sinibaldi y Albora, natural de la ciudad de Roma, Italia, y avecindado en el estado de Guatemala, República federal de Centro-América, a sus diez años de edad, desde el año de 1825, se naturalizó como ciudadano de la República federal de Centro-America, o adquirió el estatus jurídico de guatemalteco naturalizado, con arreglo a las leyes de la república de Guatemala, he investigado en el tomo I de la obra titulada “Bibliografía guatemalteca”, que es un catálogo de obras, folletos, etc., publicados en Guatemala desde la Independencia hasta el año de 1850, cuya autoría la reclama el bibliógrafo e historiador guatemalteco Gilberto Valenzuela, publicada en el Folletín del Diario de Centro-América de la ciudad de Guatemala en el mes de mayo de 1933, en la cual existe, p. 284, una ANOTACIÓN del autor que literalmente dice esto: “Difícilmente hemos formado las listas de disposiciones, tanto legislativas como gubernativas, de los años de 1827 y 1828, para darles cabida en estas páginas; y es que no están recopiladas y apenas existen unos que otros ejemplares en manos de particulares, que pudimos consultar para hacer los extractos respectivos. En el Catálogo de Marure no se encuentra anotada ni una sola de dichas disposiciones y en la “Recopilación de Leyes”, por Pineda Mont, solo lo está un decreto de la Asamblea y otro del Jefe Aycinena.”. 
En atención al hecho antecedente es evidente que la obra citada es la única referencia bibliográfica en Guatemala, completa y estructurada con fuentes de la Historia, para determinar si el señor Sinibaldi se naturalizó o no en la República federal de Centro-América, pues como muy bien advierte el autor, los decretos y órdenes legislativas y gubernativas de los años citados por él no están recopiladas, y los pocos ejemplares de las mismas estaban en manos de particulares antes del año de 1933. 
Como la anotación sabida está relacionada con las disposiciones legislativas y gubernativas de los años de 1827 y 1828, se entiende, con claridad, que las disposiciones legislativas y gubernativas de años anteriores y posteriores a los indicados, extractadas y contenidas en la obra ut-supra citada, sí están completas, por lo que para comprobar si en los decretos y órdenes legislativas y gubernativas de esos años y de los años anteriores y posteriores a los mismos existe alguna disposición que mencione o conceda la ciudadanía, o la ciudadanía por carta de naturaleza, al señor Sinibaldi, estudié las pp. 406 y 407 de la obra consabida, en las cuales se encuentran los decretos gubernativos dados por el doctor ciudadano don Pedro Molina, jefe del estado de Guatemala, República federal de Centro-América, correspondientes a las fechas del 23 de enero y 12 de febrero de 1830, en los cuales no está mencionada ninguna concesión de la ciudadía al señor Sinibaldi, las pp. 405 y 406, en las que se encuentra un decreto de la Asamblea Legislativa del estado de Guatemala, República federal de Centro-América, emitido el 8 de junio de 1830, en cuyo texto no se observa ninguna referencia a una concesión al señor Sinibaldi, respecto de la ciudadanía, las pp. 404 y 405, que contienen la descripción de un folleto, sin título, que compila discursos relacionados con el Congreso Federal de la República federal de Centro-América, que no están vinculados a ninguna concesión de cartas de naturaleza, las pp. que comprenden de la 398 a la 404, en las que son perceptibles los decretos del Congreso Federal de la República federal de Centro-América, emitidos durante sus sesiones ordinarias y extraordinarias, desde marzo hasta diciembre de 1830, por medio de los cuales es factible afirmar que ninguno de ellos sirvió para conceder carta de naturaleza al señor Sinibaldi.

Las pp. que comprenden desde la 382 hasta la 394, que contienen las órdenes y decretos sancionados por la Asamblea Legislativa del estado de Guatemala, República federal de Centro-América, durante sus sesiones ordinarias y extraordinarias, que abarcan desde febrero hasta noviembre de 1830, por medio de los cuales es adecuado afirmar que ninguno de ellos hace refierencia a la concesión de la ciudadanía a ninguna persona natural o individual, las pp. 347 y 348, en las que se encuentran los decretos emitidos por el ciudadano don José Francisco Barrundia y Zepeda (José Francisco Barrundia y Cepeda) senador y presidente de la República federal de Centro-América, los días 7, 11 y 17 de septiembre de 1829, cuyo contenido indica que ninguno de ellos sirvió para aludir a las concesiones de cartas de naturaleza a ninguna persona individual o natural. 
También estudié, en la obra señalada, las pp. que comprenden de la 344 a la 347, porque en ellas se encuentran los decretos del ciudadano don Juan Barrundia y Cepeda (Juan Barrundia y Zepeda) jefe del estado de Guatemala, República federal de Centro-América, que fueron promulgados desde mayo hasta agosto de 1829, en los que es evidente que no existe ninguna mención de concesiones de la ciudadanía, las pp. que abarcan desde la 342 a la 344, pues en ellas se encuentran los decretos del ciudadano don Mariano Zenteno, jefe provisional del estado de Guatemala, República federal de Centro-América, dictados desde febrero hasta abril de 1829, en los cuales es palpable el hecho de que no hay ninguna referencia de ninguna persona individual o natural que haya recibió la concesión de la ciudadanía.

Las pp. que abarcan desde la 340 hasta la 342, por la particularidad de que en ellas están compilados los últimos decretos y acuerdos emitidos por el ciudadano don Mariano de Aycinena y Piñol, jefe del estado de Guatemala, República federal de Centro-América, los cuales comprenden desde enero hasta febrero de 1829, en cuyos textos no se encuentra ninguna cita atañente a concesiones de la ciudadanía a ninguna persona natural o individual, las pp. que contienen las numeradas con los números 332 al 337, puesto que en ellas están extractados los decretos y órdenes del Congreso Federal de la República federal de Centro-América, emitidas desde el 22 de junio al 4 de octubre de 1829, entre las cuales no existe ningún decreto que concediese carta de naturaleza a don Alejandro de Sinibaldi, pero sí son sensibles los decretos promulgados el 29 de septiembre y el 3 de octubre de aquel año, mediante los cuales, respectivamente, se les concedió cartas de naturaleza, para convertirse en ciudadanos de la República federal de Centro-América, a don Juan Matheu y Batellini y al presbítero secularizado don Ignacio Barnoya, ambos oriundos de España: el primero vecino y del comercio de la ciudad capital del estado de Guatemala y el segundo residente en la República federal de Centro-América. 
La p. 327, por la particularidad de que en la misma se encuentran dos manifiestos de la Asamblea Legislativa Restaurada del estado de Guatemala, República federal de Centro-América, datados el 26 y el 30 de abril de 1829, en los cuales no existe reproducido extractadamente ningún decreto que conceda carta de naturaleza a ninguna persona individual o natural, las pp. que comprenden de la 310 a la 326, porque en ellas se encuentran extractados y compilados los decretos y órdenes de la Asamblea Legislativa Restaurada del estado de Guatemala, República federal de Centro-América, sancionadas durante sus sesiones extraordinarias y ordinarias de la segunda legislatura, desde el mes de abril hasta el de diciembre de 1829, disposiciones legislativas que no contienen ninguna referencia a concesión de carta de naturaleza a ninguna persona individual o natural, la p. 309, porque en ella se informa que la Asamblea Legislativa del estado de Guatemala, República federal de Centro-América, durante el período que comprendió desde el 1 de enero hasta el 13 de abril de 1829, emitió solo un decreto, el único conocido por el autor Valenzuela, el 30 de enero de 1829, en el cual no se menciona ninguna concesión de la ciudadanía a ninguna persona natural o individal, y porque en la misma se describe un manifiesto de fecha 4 de abril de 1829, en el que tampoco se hace alusión a ninguna concesión de esa naturaleza.
En la obra que he descrito anteriormente también se encuentra la p. 285, que contiene dos decretos promulgados el 7 de julio de 1828 por el licenciado ciudadano don Mariano de Beltranena y Llano, vicepresidente de la República federal de Centro-América, en los cuales no existe ninguna mención de concesión de carta de naturaleza a ningún extranjero residente en la república, las pp. que comprenden de la 281 a la 284, que sirvieron al autor señor Valenzuela para extractar los decretos dados por el ciudadano don Mariano de Aycinena y Piñol, jefe del estado de Guatemala, República federal de Centro-América, desde el 5 de enero hasta el 6 de diciembre de 1828, por medio de los cuales es sabido que no existe en ellos ninguna cita relativa a concesión de la ciudadanía a ninguna persona natural o individual. 
La p. 279, que extacta tres manifiestos del licenciado ciudadano don Mariano de Beltranena y Llano, vicepresidente de la República federal de Centro-América, encargado del Supremo Poder Ejecutivo de esa república, datados el 4 de marzo de 1828, el 1 de julio de 1828 y el 15 de noviembre de 1828, en los cuales no hace ninguna alusión de concesiones de cartas de naturaleza a personas naturales o individuales, las pp. 276 y 277, en las que son patentes las proclamas del ciudadano don Mariano de Aycinena y Piñol, jefe del estado de Guatemala, República federal de Centro-América, de fechas 11 de enero, 3 de marzo, 8 de marzo, 7 de abril y 12 de agosto de 1828, y un manifiesto de ese jefe, datado el 27 de octubre de aquel año, en los cuales no hay ninguna mención de concesión de la ciudadanía a ningún extranjero.

Las pp. que abarcan desde la 270 a la 275, en las que se encuentran detallados y extractados los decretos y órdenes de la Asamblea Legislativa del estado de Guatemala, República federal de Centro-América, disposiciones dictadas durante sus sesiones ordinarias, extraordinarias y en su segunda reunión extraordinaria, desde el mes de febrero hasta el de octubre de 1828, por medio de las cuales es adecuado afirmar que en ninguna de ellas existen citas de concesión de la ciudadanía a ningún extranjero, la p. 269, en la que se encuentra extractado un manifesto del ciudadano general Manuel José Arce y Fagoaga (Manuel José de Arce) presidente de la República federal de Centro-América, datado el 13 de junio de 1828, por medio del cual es factible afirmar que en dicho documento no se hace ninguna alusión a ninguna concesión de carta de naturaleza a ningún extranjero. 
Las pp. 240 a la 245, que contienen los decretos promulgados por el ciudadano don Mariano de Aycinena y Piñol, jefe del estado de Guatemala, República federal de Centro-América, que comprenden desde el mes de marzo hasta el de diciembre de 1827, en los cuales no se encunetra ninguna referencia a ninguna concesión de la ciudadanía a ninguna persona individual o natural, la p. 240, en la que están extratados dos decretos del licenciado ciudadano don Mariano de Beltranena y Llano, vicepresidente de la República federal de Centro-América, encargado del Supremo Poder Ejecutivo de esa república, dados, ambos, el 26 de septiembre de 1827, en los que no se observa ninguna cita relativa a concesión de carta de naturaleza a ningún extranjero, las pp. 238 y 239, que reproducen extractadamente los decretos del general ciudadano Manuel José Arce y Fagoaga (Manuel José de Arce) presidente de la República federal de Centro-América, emitidos desde enero hasta diciembre de 1827, en los cuales no se alude a ninguna concesión de carta de naturaleza a ningún extrajero. 
En la Hemeroteca Nacional “Lic. Clemente Marroquín Rojas” de la ciudad capital de Guatemala, el 19 de febrero de 2019, solicité la Gaceta Oficial del estado de Guatemala para buscar en ella el reglamento del alumbrado del 22 de octubre de 1841, puesto que deseaba saber quién rendía las cuentas de tal alumbrado ante la Municipalidad de la ciudad de Guatemala, como efecto de que Sinibaldi fue Regidor-Inspector del ramo de alumbrado de esa Municipalidad, pero después determiné que los regidores de aquella Municipalidad, además de ejercer sus funciones de regidores, también ejercían las funciones de las comisiones que se les conferían, razón por la cual Sinibaldi rindió aquella cuenta.
Rastreé el paradero de ese reglamento en el tomo correspondiente a esa Gaceta, desde el número 34 del 26 de noviembre de 1841, p. 149, hasta el número 51 del 18 de julio de 1842, pero en ninguno de ellos se encuentra tal reglamento. En esos números no existe ningún decreto que conceda la ciudadanía del estado de Guatemala a ningún extranjero residente en él.
El mismo día, y en el mismo lugar, examiné los números siguientes del Boletín Oficial: el número 108, p. 467, del 8 de febrero de 1838, el número 131, p. 593, del 24 de diciembre de 1838, y todos los números comprendidos entre los señalados y el número 32, p. 105, del 15 de enero de 1838, en los cuales hay órdenes del vicejefe del estado de Guatemala, República federal de Centro-América, y decretos de él y de la Asamblea Legislativa del estado de Guatemala, pero en ninguno de ellos existe ninguna disposición que aluda a concesión de carta de naturaleza a ningún extranjero.
El mismo día 19 de febrero de 2019 estudié el índice de la Colección Valenzuela de aquella Hemeroteca Nacional y comprobé que en él no están los folletos que describo a continuación:
Folleto titulado: “Sin ejemplo en nuestro foro”, impreso en La República, 26 pp. Se trata sobre el ruidoso y nunca visto informe pericial (cuestión Sinibaldi, descendientes legítimos de doña Dolores C. de Sinibaldi y Sinibaldi Zelada). Firma el Lic, Antonio Valenzuela y está fechado en el mes de julio de 1902.

Folleto de 14 pp., intitulado: “Petición hecha al señor presidente constitucional....”,  relacionada con el caso Sinibaldi Zelada. Firman la petición María Montes e Isabel Valle. Impreso en la Tipografía de Victoriano Carles en el año de 1905.
Estos dos folletos me interesaron porque intentaba determinar si existía o no en ellos alguna reproducción de algún documento que se refiriese a la naturalización de don Alejandro de Sinibaldi.
También aquel día, y en la misma Hemeroteca Nacional, analicé el periódico titulado La Sociedad Económica, correspondiente a los meses de noviembre y diciembre de 1873, para intentar encontrar una nota necrológica sobre la muerte de don Alejandro Sinibaldi, por si en ella existía alguna referencia a su naturalización, pero no fue publicada ninguna.

En el índice de la Hemeroteca Nacional constaté que este periódico es el único que comprende hasta diciembre de 1873, en cuanto al período que interesa.
Examiné el t. 3 de la Gaceta de Guatemala, números 12, del 12 de junio de 1847; 13, del 19 de junio de 1847; 14, del 30 de junio de 1847; 15, del 5 de julio de 1847; 16, del 10 de julio de 1847, y el 17, del 20 de julio de 1847, y constaté que en ninguno de ellos se encuentran decretos del organismo ejecutivo de la república de Guatemala, por medio de los cuales se conceda la ciudadanía guatemalteca a extranjeros residentes en la república consabida, pero existe reproducida en uno de esos números una correspondencia epistolar oficial entre el comandante de la plaza de Izabal y su distrito y el organismo ejecutivo de la república de Guatemala, en la que se hace constar que ese Supremo Gobierno y el comandante de aquella plaza y su distrito reconocían como guatemaltecos a los huérfanos belgas de la Colonia Belga de Santo Tomás, departamento de Izabal de esa república. 
En el Archivo General de Centro América estudié un documento clasificado allí, correspondiente al Ministerio de Relaciones Exteriores de la república de Guatemala, que sirvió para registrar a los extranjeros residentes en la misma república, en el cual comprobé que no está inscrito como extranjero domiciliado ningún miembro de la familia Sinibaldi.
El 19 de febrero de 2019 investigué en la Hemeroteca Nacional para localizar el decreto del 11 de mayo de 1824, el cual no está en la Recopilación de las Leyes de Guatemala, de Manuel Pineda de Mont, porque el mismo explica cómo los extranjeros obtenían carta de naturaleza, citado en el acuerdo del gobierno del 23 de febrero de 1849, artículo 2, p. 215, t. I, vol. I, de esa Recopilación, acuerdo y artículo en los que también se mencionan a los extranjeros que no obtuvieron carta de naturaleza, pero ejercieron las funciones propias de empleos o cargos públicos, para los cuales se requería la calidad de ciudadano.
Estos empleos o cargos públicos, definitivamente, eran de nombramiento del organismo ejecutivo de la república de Guatemala, por lo que eran de distinta naturaleza respecto de los cargos o empleos municipales, los cuales eran ocupados mediante la elección efectuada por la junta electoral, y en atención a las cualidades exigidas a los funcionarios municipales por la Constitución Política del estado de Guatemala del año de 1825, cuestión que se confirma gracias al artículo 2 del Acta Constitutiva (Constitución Política) de la república de Guatemala, decretada por su Asamblea Constituyente el 19 de octubre de 1851, reproducida en la Recopilación de las Leyes de Guatemala, de Manuel Pineda de Mont, t. I, vol. I, pp. 79 y ss., en el que está establecido lo que sigue: "Para el desempeño de toda funcion pública se necesita hallarse en el pleno goce de los derechos de ciudadano, y tener las demas calidades que las leyes requieren en cada caso. El gobierno, no obstante, puede emplear en el servicio público personas que tengan las calidades requeridas por la ley, aun cuando no sean nativas el pais, quedando naturalizadas por el hecho de su nombramiento y aceptacion.”.
Atañente a la búsqueda del decreto del 11 de mayo de 1824, aludido atrás, desafortunadamente en la Hemeroteca Nacional encontré El Indicador, que comienza en octubre de 1824, y La Tribuna, cuyo período comprende del 31 de diciembre de 1823 al 29 de marzo de 1824, por lo que fue imposible localizarlo.
El 7 de marzo de 2019 investigué, sin éxito, en el índice de la Colección Valenzuela de la Biblioteca Nacional de la ciudad de Guatemala, resguardado en el Fondo Antiguo de la misma, para ubicar los dos folletos descritos anteriormente, pero como el análisis de la Constitución Política del estado de Guatemala del año de 1825 y de los decretos citados arriba me indicaron que el señor Sinibaldi necesitó naturalizarse para ocupar los cargos de regidores de la Municipalidad de la ciudad de Guatemala, ya no continué, en días posteriores al 7 de marzo, con la inspección de dicho índice.
Conclusión Jurídica

En atención a las leyes citadas está completamente comprobado que la Constitución Política del estado de Guatemala, República federal de Centro-América, decretada y sancionada en el año de 1825, estuvo vigente desde ese año hasta el 19 de octubre de 1851, fecha en que fue decretada el Acta Constitutiva (Constitución Política) de la república de Guatemala por su Asamblea Constituyente, Constitución que derogó a la Constitución Política del año de 1825.

Como el artículo 7 de la Ley de Garantías, expedida el 5 de diciembre de 1839, preceptuó esto: "Todos los ciudadanos del estado son admisibles á los destinos públicos, teniendo las cualidades que la ley exija para el desempeño de cada empleo.", cualidades que están detalladas en los artículos 23, 46, 49, 51, 74, 80, 165 y 168 de la Constitución Política del estado de Guatemala de 1825, es indiscutible que para ser admitido a desempeñar las funciones de los destinos públicos era indispensable ser ciudadano del estado de Guatemala o de la República federal de Centro-América, incluso en el caso de los funcionarios municipales, pues el artículo 168 de la Constitución Política de 1825 establece lo que a continuación copio literalmente: "Para ser alcalde, regidor y procurador sindico se requiere ser ciudadano en exercicio -- tener veinte y tres años de edad, y tres à lo menos de residencia en el pueblo ò en sus lìmites. -- Ningun empleado de nombramiento del gobierno puede ser municipal; á excepción de los oficiales de la milicia activa.".
Esta norma de la Ley de Garantías estaba concorde con el orden constitucional por el hecho de que el artículo 23 de la Constitución Política del estado de Guatemala de 1825 estatuyó esto: “Todos los ciudadanos son admisibles á los empleos públicos”, por lo que para ocupar tales empleos era necesario gozar del derecho de ciudadano del estado de Guatemala o de ciudadano de la República federal de Centro-América.

¿Quiénes era ciudadanos? El artículo 46 de esa Carta Magna lo determina: "Son ciudadanos: 1.o Todos los habitantes del Estado, naturales, ò naturalizados en cualquiera de los otros Estados de la federacion, que fueren casados ò mayores de diez y ocho años, siempre que exerzan alguna profesion útil, o tengan medios conocidos de subsistencia --- 2.o Los estrangeros que hubieren obtenido del congreso federal carta de naturaleza, por cualquiera de los motivos que espresa el art. 15. de la constitucion federativa --- 3.o Los hijos de ciudadanos nacidos en paìs estrangero, con arreglo al art. 16. de la misma constitucion --- 4.o Los naturales de cualquiera de las Repùblicas de América que vinieren à radicarse al Estado, desde el momento que manifiesten su designio à la autoridad respectiva, con arreglo al art. 18 --- 5.o Los españoles, y cualquiera estrangeros que estaban radicados en la República al proclamar su independencia, y que la hubieren jurado --- 6.o Los ciudadanos de los otros Estados de la federacion tienen expedito en el de Guatemala el exercicio de sus derechos.", por lo que cualquiera cuya condición estuviese dentro de estos supuestos jurídicos era ciudadano del estado de Guatemala. 

El artículo 15 de la Constitución de la República federal de Centro-América, dada por la Asamblea Nacional Constituyente el 22 de noviembre de 1824, impresa en Guatemala en el año de 1825, taxativamente señala estos motivos que los extranjeros debían aducir para obtener del Congreso Federal cartas de naturaleza: “Art. 15. El Congreso concederá cartas de naturaleza a los extrangeros que manifiesten a la autoridad local designio de radicarse en la República: 1. Por servicios relevantes hechos a la nación y designados por la ley. 2. Por cualquiera invención útil, y por el exercicio de alguna ciencia, arte u oficio no establecidos aun en el país, o mejora notable de una industria conocida. 3. Por vecindad de cinco años. 4. Por la de tres a los que vinieren a radicarse con sus familias, a los que contrajeren matrimonio en la República, y a los que adquirieren bienes raíces del valor y la clase que determine la ley.”.
La elección de don Alejandro de Sinibaldi y Alvora como Regidor-Inspector del ramo de alumbrado de la Municipalidad de la ciudad capital de Guatemala, comprobada mediante un documento datado el 7 de marzo de 1848, que se encuentra en los depósitos documentales del Archivo General de Centro América de la ciudad de Guatemala, clasificado allí por medio de las letras y números siguientes: Signatura B78.6, Expediente 12678, Legajo 628, en el cual se hace constar que la Municipalidad de la ciudad capital de Guatemala aprobó la cuenta rendida por él en su calidad de Regidor-Inspector del ramo de alumbrado de aquella Municipalidad, demuestra categóricamente que él se naturalizó como ciudadano del estado de Guatemala, pues si conservaba su condición de un individuo natural de Italia, le hubiese sido imposible reunir las cualidades exigidas por el artículo 168 de la Constitución Política de 1825 para ocupar el cargo referido en la Municipalidad de la ciudad capital de Guatemala, naturaleza que es patente en el Libro de Defunciones de la parroquia del Sagrario, santa iglesia catedral de la ciudad de Guatemala, correspondiente a los años 1870-1880, folio 87 vuelto, en el cual está inscrita una partida de defunción que dice así: "Don Alejandro de Sinibaldi, de 59 años, hijo legítimo de Don Nicolás de Sinibaldi y de la señora Doña Teresa Alvora (dice Lorenza, pero es Teresa) casado con Doña Dolores Cladera y Ferrer, originario de Italia, murió el 23 de noviembre de 1873.".

Es de estimar que entre los decretos y órdenes extractadas del Congreso Federal de la República federal de Centro-América, emitidas desde el 22 de junio al 4 de octubre de 1829, no existe ningún decreto que concediese carta de naturaleza a don Alejandro de Sinibaldi, pero sí son sensibles los decretos promulgados el 29 de septiembre y el 3 de octubre de aquel año, mediante los cuales, respectivamente, se les concedió cartas de naturaleza, para convertirse en ciudadanos de la República federal de Centro-América, a don Juan Matheu y Batellini y al presbítero secularizado don Ignacio Barnoya, ambos oriundos de España: el primero vecino y del comercio de la ciudad capital del estado de Guatemala y el segundo residente en la República federal de Centro-América.

Para finalizar esta Conclusión Jurídica me resta recordar que en el Archivo General de Centro América estudié un documento clasificado allí, correspondiente al Ministerio de Relaciones Exteriores de la república de Guatemala, que sirvió para registrar a los extranjeros residentes en la misma república, en el cual comprobé que no está inscrito como extranjero domiciliado ningún miembro de la familia Sinibaldi.
También que el procedimiento para ejecutar la elección de don Manuel Sáenz de Tejada y Oyarzabal como regidor 8.º de la Municipalidad de la ciudad de Guatemala, efectuada a fines de diciembre de 1845, es otra prueba más que confirma la vigencia de la Constitución Política del año de 1825 en lo respectivo a las elecciones de los munícipes aludidos. 
Guatemala, municipio de San José Pinula, lunes de Pascua 22 de abril de 2019

Luis Alfonso Ortega Aparicio
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iMALA, Junio 10 de 1842,

entablar con el mismo gabinete relaciones
de amistad, alianza y comercio.—9. Procu-
rar se lleve adelante el proyecto de reco~
nocimiento para la aperturadel canal de Ni-
caragua, bajo la contrata con el Sr. Baily,
haciendo se le indemnize de su trabajo, y
caso que uno quiera seguirlo, pedirle los pla-
nos, bosquejos y delineaciones que haya he-
cho, prévia satisfaccion de lo que haya de-
vengado,~—10a. Procurar la reunion de la gran
Dieta americana, exitando al efecto 4 todos
los Gobiernos de la América.—11la. Reclamar
del Gobierno de S. M. B. sobre la ocupa-
cton que hayan hecho sus sabditos del ter-
ritorio ¢ Islas de la Repdblica—12a. Con-
vocar 4 la Convenciou en el caso que lle-
gne d disolverse de hecho y designar el punto
de su reunion

Art. 6. —El Gobierno provisional residirk
en el punto donde reside la Convencion; pero
disuelta ella, podrd trasladarse con acuerdo
de su Ceuscjo, & donde lo demaunden las
cireunstancias, sin perjuicio de hacerlo & don=~
de lo exija la mayoria de las Asambleas de
los Estados,

Art. 7—~La Convencion hard un presupuos-
to de gastos para el afio ccondmico, que serf
cubierta & prorata por cupos de los listados
provisionalmente, mientras se arregle el pacto
que debe fijurlos de un.modo permanente.

Bste eonyaenio se comunicard a los Gobier-
nos de los Estados respectivos para los efec-
tos consiguientes.=Fecho en la Cindad de
Chinandegn 4 los 11 d'as del wmes de Abril
de 1542, —Manuel Barberena, Presidente ==
ANorberto Hamivez==8 Sulinas = Gregorio Juas
res =—dJdusé Nigiez —Munuel Emigdio Vasquez=a
J. Resa~onico Bueso, Secretario==lran-
eisco  Castellon, Secretario.

- Minsterio general del Gaobierno}

Supremo del Estado de Nicaragua)
C. Prélects del Departamento

 El Supremo Poder Ejecntivo se ha servis -
do dirigirme el decreto quo siguc:
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Ministerio jeneral del Supremo Gobierno del Estade
de Guatemala, :

DEPARTAMENTO DPE GOBERNACION,

El 2.° Gefe del Estado de Guatemala se ha servide.
' dirjjirme el siguiente :

DECRETO,

El 2 © Gefe del Estado: por cuanto la Asam-
blea Legislaliva tuve 4 bien emitir, y el Conse-
jo Representalivo sancionar lo que sigue:

~ La Asamblea Lejislativa del Estado de Gua-
temala, considerando: que el sistema de Cddigos y
Juicio por jurados no ha podido establecerse por los
obstaculos que han formado una multitud de cir.-
cunstancias opuestas 4 la ejecucion, entre ellas prin-
cipalmente la de Ia opinion de los pueblos, no pre-
parada para tan importante empresa, y que por la
dificultades pulsadas para su establecimiento se ha
unciado de una manera espresa y terminante
dentemente conocida, por los hechos, por los

mldmm:,‘genegal Y por las

] e dicho sistema por el





�	Archivo General de Centro América., Sig. B78.46, Exp. 20370, Leg. 853.





